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¿La audiencia de imputación es un mero acto de comunicación? 

 

Monica Andrea Urquijo Güiza1 

Resumen El cambio de modelo procesal que sufrió el país con la implementación del sistema penal 

acusatorio en el año 2004, trajo consigo una actuación realmente activa por parte de la defensa, 

quien puede desde el mismo momento en que es vinculado su defendido al proceso ejercer una 

defensa material Interviniendo y controvirtiendo lo expuesto y argumentado por la fiscalía. Así mismo, 

género que el Juez ya no fuera parte dentro del proceso, coadyuvando a la Fiscalía, sino que, lo 

convierto en un árbitro imparcial frente a la defensa y el ente acusador dotándolo con la facultad de 

fallar de acuerdo a las pruebas presentadas y debatidas en juicio, aunado a ello el Juez media toda 

la actividad de investigación, imputación y acusación del proceso. Modelo completamente distinto a 

la ley 600de 2000 en la que la participación y derecho a la defensa se veían limitados y la Fiscalía 

no solo era parte sino Juez también.  

Este trabajo se enfocara a determinar la existencia de garantías fundamentales dentro de la 

etapa de imputación, que acuerdo a la ley 906 de 2004  dispuso que la audiencia de imputación se 

constituye como el acto de comunicación en el cual el delegado de la Fiscalía entera a un ciudadano 

que está siendo investigado por su presunta participación en la trasgresión de la ley penal, sin 

embargo  dicho acto puede limitar ese  derecho a la defensa, profesado en el sistema acusatorio,  

pues como tal la defensa material no puede ser ejercida en la audiencia de imputación  pues se  

ostenta un rol pasivo, al no tener la posibilidad de  controvertir o modificar la imputación de los delitos 

indilgados. La defensa se encuentra cuartada, caso que no es distinto en la actuación del Juez de 

Control de Garantías quien parece ser un como muchos coloquialmente le llaman: convidado de 

piedra, al no poder intervenir activamente dentro del trámite de la audiencia.  

Caso contrario ocurre con la Fiscalía quien tiene el papel protagónico en la audiencia de 

imputación, pues controla por completo el acto y tan solo se le exige dos requisitos de contenido 

para llevar a cabo la actuación, dejando al indiciado con solo dos posibilidades la de no aceptar lo 

atribuido o allanarse a los cargos, sin ninguna oportunidad de que su defensor pueda controvertir los 

hechos, forma de participación o delitos indilgados. Es trascendental destacar que desde el mismo 

acto de imputación sin importar la aceptación, la defensa cuanta con un tiempo limitado para 

organizar y preparar su defensa pues de acuerdo con el artículo 175 del Código de Procedimiento 

Penal el Fiscal cuanta con 90 días para formular acusación, mientras la Fiscalía tuvo en algunos 

casos hasta años para indagar e investigar, la defensa cuenta con un número de días limitados, para 
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ingeniarse una defensa; además de la prohibición de enajenar por un término de 6 meses según el 

artículo 97 del mismo ordenamiento lesionando el derecho a la propiedad y por último, permite la 

imputación la libertad para que la Fiscalía solicite medida de aseguramiento cuartando el derecho 

fundamental a la libertad.  

 

Palabras clave: audiencia de imputación, fiscal, defensor, Juez de Garantías, imputado, derecho de 

defensa y sistema penal acusatorio.  

Abstract. The change of the procedural model that Colombia lived with the new Accusatory criminal 

system in 2004, took with it a very active performance of the defense, who can exert a material 

defense since by the defended was involved to the case and can controvert the fiscal´s argument. 

Also, that system provoked that the judge is not a part into the case anymore. Instead of, he is an 

impartial arbitrator whose work consists in ruling according to the evidence presented and debated 

at trial. Besides, the Judge controls all the activity of investigation, imputation and accusation of the 

process. 

Model completely different than Law 600 de 2000, where the participation and right of defense 

were limited and Fiscal was a kind of Judge too.  

This essay will focus to determine the existence of fundamental guarantees within the 

imputation stage, that according to Law 906 de 2004, ordered that the imputation audience were a 

comunication act between the Fiscal and the defended. However, this kind of comunication act 

restricts the Judge and indicted´s participation. 

On the other side, the Fiscal has the principal performance in an imputation audience. He 

controls the total act and just need two requierments: The defended acepts all of the charges or 

doesnt admit his guilty, situation that avoid the indicted´s participation and limited his duration 

because the defense attorney just has a few days to make a good defense while the fiscal has 90 

days to prosecute against the defended. This audience permit that the defended can not sell his 

properties and he can be carried to prison. 

 

Keywords: the imputation audience the Fiscal, the desense the Judge controls, The defended,  
and Accusatory criminal system 

 

1. Introducción 

El Sistema Penal Acusatorio se estableció en Colombia desde el año 2004 en 

busca de garantizar los derechos fundamentales a todas las personas que se vean 

inmersa en un proceso penal, toda vez, que el Sistema inquisitivo que estaba siendo 
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utilizado concentraba el poder en el ente persecutor, dejando en desventaja y total 

desprotección a la defensa, siendo un poder vertical que ubicaba en la parte inferior 

al procesado y en la cúspide todo el poder del Estado.  

El nuevo modelo procesal genera una igualdad de armas entre los sujetos 

procesales implementando un Sistema incluyente , estableciendo un equilibrio entre 

las partes con intervención de un Juez imparcial, facultado para dirigir el proceso 

con fundamento en derechos y garantías del Bloque de Constitucional, pues 

Colombia ha ratificado tratados y pactos Internacionales que brindan una protección 

especial a la persona procesada, ubicándola en el centro de la controversia, 

permitiéndole un participación activa. Deja el infractor de estar de lado o en muchos 

casos de último, a ser el protagonista del Proceso.  

 El nuevo Sistema Acusatorio se conforma por tres etapas procesales, la 

indagatoria, investigación y juicio. Centrándonos en la etapa de investigación, 

puntualmente en la audiencia de imputación. Acto que ha sido catalogado incluso 

por el mismo Código de Procedimiento Penal en su artículo 286 como un acto de 

mera comunicación por parte de la Fiscalía General de la Nación, sin posibilidad 

que la defensa pueda actuar hasta ese momento, desconociendo elementos para 

generar contradicción, preacuerdos, principio de oportunidad y dentro de la 

audiencia alegar nulidades o interponer recursos.  

Contrario a lo anterior, la Fiscalía durante todo el proceso tiene el control del 

mismo, pudiendo adelantar actuaciones sin la presencia del indiciado, a toda costa 

se evidencia una desventaja y un desequilibrio en la igualdad de armas, 

contemplado como principio del sistema acusatorio. 

Este trabajo tiene como objeto determinar si esta desventaja del indiciado y su 

defensor genera una violación a las garantías fundamentales y contra el principio 

de igualdad de armas del Sistema Acusatorio o si por el contrario estas resultan 

necesarias para que el Estado en cabeza de la Fiscalía pueda recolectar el 

suficiente material probatorio sin alteraciones u ocultamientos por el presunto 

infractor, además de ser subsanables durante las siguientes actuaciones 

procesales. 
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Para lograr tal objetivo el trabajo se dividirá en tres partes, la primera se 

contextualizará sobre la audiencia de imputación, que teorías acogidas en nuestro 

país, la segunda se estudiaran las consecuencias jurídicas que empaña el acto de 

imputar y por último se indicara si la imputación realmente genera beneficios tanto 

para la víctima, el indiciado y el proceso.  

2. Método 

Para lograr con los objetivos planteados y alcanzar el desarrollo de la 

investigación propuesta, se llevará a cabo una metodología cualitativa, para así 

obtener las diferentes posturas frente a la afectación de derechos fundamentales en 

la audiencia de imputación y si es posible que esta audiencia sea un acto 

meramente informativo. De acuerdo a la información recopilada se podrá resolver 

la pregunta problema.  

 

3. Resultados 

 

3.1. Antecedentes  

El acto de imputar procede del latín imputare2, que traduce atribuirle a otro una 

culpa, una acción o un delito. Diferentes teorías han surgido a lo largo de la historia 

para lograr definir la imputación, de acuerdo a los adelantos de la teoría del delito 

en nuestro país, se acoge al establecido en el artículo 9 del Código Penal: la 

causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado.  Resultando 

entonces una imputación jurídica, en la que primero se debe demostrarse la 

causalidad en todos aquellos delitos que sea permitido, como segundo se pueda 

utilizar los criterios normativos y así lograr realizar una imputación de la conducta 

resultante. Es en este punto donde se debe determinar si en sede del tipo objetivo 

la conducta desplegada creo un riesgo relevante y si esa puesta en peligro se 
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materializo en el resultado. Quedando así, erradicado el concepto de la relación 

mecánica de causa- efecto. La causalidad no puede ser la única fuente de la 

imputación.  

Lo descrito en el Código Penal encuentra una relación estrecha con la teoría 

de la imputación objetiva, uno de los precursores de dicha teoría es Claus Roxin 

(Sanchez,2011, p 460), él indica que se debe invertir la relación entre acción, 

finalidad y tipo en tal forma que la acción final no se constituya como la estructura 

lógica objetiva de carácter pre jurídico la que establezca el contenido de la finalidad 

del tipo, sino que contrario a esto, la valoración jurídica debe ser ajustada a 

contenidos sociales, de ese modo se puede determinar una conducta final en un 

sentido jurídico identificando que condiciones o circunstancias se deberían incluir 

en el tipo subjetivo, cambiando la acción final por una teoría final del tipo. Esta teoría 

busca determinar un contenido social significativo en los diferentes tipos penales 

integrados en el ordenamiento jurídico.  

En términos generales, podemos asentar que, en el ámbito de la imputación, 

el Código es más afín con las posturas roxinianas, en tanto el estatuto este 

penetrado político criminalmente y porque el concepto de bien jurídico de Roxin y 

su fundamentación dogmática es más cercano al nuestro. (Sánchez, 2011,) p.464 

Según nuestro ordenamiento jurídico requiere que se presenten tres 

elementos: la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad para que una conducta sea 

relevante y pueda ser objeto de investigación por parte de la jurisdicción penal. Así 

mismo lo ha manifestado la Corte Constitucional en Sentencia C-1195 de 2005 

Según la ley penal, para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, 

antijurídica y culpable En consecuencia, el juez sólo puede imponer condena al 

imputado cuando establezca con certeza estos elementos estructurales del delito 

.”De modo general se puede decir que toda acción u omisión es delito si infringe el 

ordenamiento jurídico (antijurídica) en la forma prevista por los tipos penales 

(tipicidad) y puede ser atribuida a su autor (culpabilidad”). (Muñoz, 2005, p 31). 



   7 
 

3.1.1 Concepto y procedimiento de la audiencia de imputación  

La audiencia de imputación surge cuando a un ciudadano se le va a efectuar 

el acto imputativo inicial en el que se le sindicara como presunto autor o participe 

de un delito. La persona puede ser vinculada al proceso en dos circunstancias; la 

primera surge cuando la persona se ve aprendido en una situación de flagrancia, 

esta es la forma material y como segundo se vincula formalmente cuando al 

destinatario se le comunica mediante citación de la realización del acto procesal y 

en la audiencia se le entera de los cargos por los que está haciendo investigado.  

(…) con este acto, (el de imputación) se traba la relación fiscalía-imputado 

con él la fiscalía comunica en audiencia ante el juez de control de garantías su 

condición de imputado. Así entonces, se le informa a la persona que existe una 

investigación en su contra para que él con su abogado, pueda comenzar a 

ejercer su derecho a la defensa. (Bernal, 2007, p. 224) 

Para generar un llamamiento de un ciudadano ante la Justicia, la Fiscalía debe 

contar con motivos suficientes que muestren una factible participación en el hecho 

y que dicha inferencia este sustentada y basada en elementos formales, 

incorporados y corroborados antes de tomar de decisión de formular cargos. Pues 

debe entenderse que la realización del acto genera el inicio de términos perentorios 

para formular acusación y el comienzo del juicio oral. Por lo que se debe contar con 

evidencia necesaria para soportar las pretensiones. 

La corte constitucional respecto de la audiencia de imputación menciono en su 

sentencia C303 de 2013:  

El legislador estableció que la formulación es un acto de mera 

comunicación, actuación preliminar en la que deben encontrarse presentes, 

tanto el Fiscal, como titular de la acción penal; el imputado, como sujeto pasivo 

del actuar del Estado; el defensor de este último, en un acto que si bien se 

entiende encaminado a la salvaguardia de los intereses del receptor de la 

imputación, nada puede hacer en ese sentido; y finalmente el juez, cuya 

actuación se limita a verificar si se entendieron o no los términos de la 

imputación y en caso de un allanamiento a cargos, si se hace de manera libre 
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consciente y voluntaria, siendo finalmente ésta la misma función que cumple el 

defensor. 

Ya en la audiencia, el artículo 288 de Código de Procedimiento Penal 

establece que el delegado de la Fiscalía General de la Nación debe relacionar de 

manera clara y sucinta los hechos que sean penalmente relevante, utilizando un 

lenguaje comprensible. La imputación debe ser lo más exacta posible, evitando 

conceptos confusos o vagos, todos los cargos deben ser precisos, pues el Fiscal no 

puede limitarse solamente a dar lectura de los informes o denuncias, sino que debe 

generarse una síntesis con elementos cognoscitivos, explicando de forma clara la o 

las conductas desplegadas por el presunto trasgresor y de qué forma vulnera el 

ordenamiento Jurídico establecido.  

El código penal en el título III en el artículo 286 determina la formulación 

de imputación como: “… el acto a través del cual la Fiscalía General de la 

Nación comunica a una persona su calidad de imputado, en audiencia que se 

lleva a cabo ante el juez de control de garantías”.    

Jurisprudencialmente la Corte Constitucional ha mencionado que la 

imputación implica el comienzo de la actuación procesal penal, mediante esta 

el delegado Fiscal comunica a una persona su calidad de imputado, dicho acto 

debe contener según la sentencia:  

(i) la individualización concreta del imputado que incluye nombres, datos 

de identificación y domicilio para citaciones, y (ii) la relación clara y sucinta de los 

hechos jurídicamente relevantes, por lo que el imputado tendrá conocimiento de 

unos hechos que le permitirán diseñar su defensa con la asesoría de su defensor, 

que puede incluir allanarse a la imputación o celebrar preacuerdo con la Fiscalía 

para obtener rebaja de pena. (Sentencia C-1260 de 2005) 

La naturaleza jurídica de realizar el acto de formular imputación es de 

poner en conocimiento al presunto autor o participe que la Fiscalía General de 

la Nación se encuentra realizando una investigación por un delito 

presuntamente cometido, “Una imputación completa conlleva, el deber de 

informar al imputado el conjunto de las circunstancias jurídicas relevantes” 

(Vélez Mariconde, 1986, pág. 223). Lo que posibilita que este pueda desde ese 
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mismo instante defenderse y controvirtiendo lo manifestado por el delegado 

Fiscal, sin embargo, en dicha audiencia el legislador le concedió al indiciado la 

oportunidad de allanarse a los cargos elevados y de ese modo recibir de 

acuerdo con la ley, beneficios que puedan ya sea disminuir su condena o hasta 

suspender condicionalmente su pena.  

Para que la Fiscalía solicite formular imputación a una persona debe 

asegurarse que efectivamente exista un hecho penamente relevante y que el 

investigado tenga una participación clara en los hechos, y que se cuente con 

su plena identidad, que va más allá del simple nombre completo o el número 

de identificación, pues desde la misma imputación hasta la sentencia se 

concreta tanto a la persona como los hechos que integraran el objeto del juicio  

No obstante, debe tenerse en cuenta que la investigación puede generar 

elementos nuevos que pueden generar una variación a los hechos o en los 

delitos imputados, dichos cambios podrán ser cambiados en la formulación de 

acusación. Todos estos se pueden desarrollar siempre que al tipificar 

nuevamente no implique hechos que no fueron objeto de controversia en la 

audiencia de imputación  

Puede afirmarse entonces que la finalidad de la audiencia de imputación 

es darle a conocer a la persona indiciada mediante un lenguaje comprensible 

y organizado los cargos que presuntamente trasgredió y por los que está 

siendo objeto de investigación. 

Es nula de pleno la imputación que cumpla con los requisitos establecidos 

jurídicamente, estos son: 1. Los hechos claros y específicos estableciendo 

lugar (es) fecha (s), hora (s) y que sean relevantes penalmente. 2.  Una 

identificación e individualización de la persona a la que se refuta como autor o 

participe de los hechos mencionados y 3. El nexo causal entre los hechos, el 

resultado y el presunto infractor, para ello deben contar con un sustento 

probatorio obtenidos legalmente.  De otro modo resultaría ser afirmaciones 

vagas e infundadas.     
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La audiencia de imputación marca el aspecto fáctico y jurídico, una acertada 

imputación abrirá la puerta de la posibilidad de defenderse eficientemente; sin olvidar 

que donde hay indefensión hay nulidad, “la indefensión es la máxima nulidad en que 

puede incurrirse en un proceso” (Carnelutti, 1961, pág. 36). 

3.1.2 De la actuación del Juez de Control de Garantías 

El Juez de control de Garantía es el mediador entre la defensa y el 

delegado Fiscal, quien podrá intervenir al observar inconsistencias dentro de la 

actuación o vulneración de derechos fundamentales al indiciado, 

adicionalmente el Juez debe velar por que la imputación elevado por la Fiscalía 

corresponda efectivamente al tipo penal afectado, con una tipicidad tanto 

formal como material, pues el Juez no puede ser un mero observador sino que 

debe intervenir y responsabilizarse del acto que está presidiendo, pues se debe 

salvaguardar las garantías fundamentales. 

Sin embargo, en la práctica el Juez de Control de Garantías se ve limitado 

pues la Fiscalía argumenta que, al ser un acto de comunicación, solo se está 

enterando de una investigación que se está llevando a cabo, en contra de un 

ciudadano que puede ser susceptible de modificaciones o de corregir errores 

en la audiencia de acusación. 

El juez (de garantías) debe controlar el sentido de inferencia razonable de 

autoría o participación del delito investigado sobre la base de evidencia física o 

información legalmente obtenida. Este control es de los aspectos más 

complejos que trae el nuevo código en la medida en que se trata de un criterio 

probatorio para generar la imputación que corresponde realizar a la fiscalía con 

los criterios de su hipótesis delictiva, por lo tanto, así el juez se limitará 

únicamente a su labor de control de garantías porque es en la práctica inevitable 

que introduzca su criterio jurídico sobre la conducta investigada por el fiscal. 

(Guerrero, 2004, p. 205) 

 

3.2. Consecuencias de la imputación de cargos  

A partir de la audiencia de imputación, la persona queda vinculada al 

proceso, considerándosele como sujeto procesal y la calidad de imputado, no 
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obstante no es la única consecuencia que trae consigo la imputación pues 

durante y finalizado el trámite surgen un sin número de consecuencias jurídicas 

tanto para el imputado y su defensor como para la Fiscalía. 

 

3.2.1 Del derecho a la defensa  

El derecho a la defensa se consagra como como garantía procesal al 

indiciado que es vinculado de manera formal o material a un proceso, el señor 

Jauchen manifiesta en su obra “derechos del imputado” que “El derecho a 

conocer las razones por las cuales la persona es imputada es consustancial al 

derecho de defensa en juicio, pudiendo afirmarse que es el presupuesto 

necesario e indispensable para que éste último pueda ejercitarse”. (2005, pág. 

39). Dicho precepto lo estable la Carta Política en su artículo 29: 

…Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 

abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; 

a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y 

a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Aunado a lo anterior la ley 906 de 2004 en su copilado de principios 

rectores y garantías procesales, trae en su artículo 8 el derecho a la defensa 

“Defensa. En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de 

imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de 

persecución penal”.  

En al ámbito internacional, Colombia por medio de la ley 16 de 1972 

ratifico la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San 

José de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 

1969", dicha convención también determino en su artículo octavo el derecho a 

la defensa de quienes han sido señalados de cometer algún delito. En esta 

mismo sentido, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos señala que toda persona presuntamente trasgresora de un delito 
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tendrá derecho, en plena igualdad, “a defenderse personalmente o ser asistida 

por un defensor de su elección;” (sentencia C-425, 2008 ) 

Entonces no solo en el ordenamiento nacional sino en el internacional 

destacan la relevancia del derecho a ser asistido durante el proceso, de forma 

efectiva y en   igualdad de condiciones que el ente persecutor. Es por ello que 

el código de procedimiento penal definió que el momento procesal para ejercer 

la defensa del sindicado es cuando se ha llevado a cabo la imputación de 

cargos, así lo explica en el artículo 290 “Con la formulación de la imputación la 

defensa podrá preparar de modo eficaz su actividad procesal, sin que ello 

implique la solicitud de práctica de pruebas, salvo las excepciones reconocidas 

en este código”. 

Es con la audiencia de imputación y no en otro momento en que la 

persona es asistida y defendida materialmente, la imputación es literalmente 

“la expresión de Maier, la llave que abre la puerta de la posibilidad de 

defenderse” (toro, 2012, 9). A partir de ese momento el defensor o el imputado 

podrá: 

 Buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar elementos 

materiales probatorios o evidencia física y solicitar su examen por medio de los 

técnicos e investigadores autorizados por la ley. Para tales efectos las entidades 

públicas y privadas, además de los particulares, prestarán la colaboración que 

requieran, sin que puedan oponer reserva, siempre que se acredite por parte 

del defensor certificado por la Fiscalía General de la Nación, que la información 

será utilizada para efectos judiciales. 

 Entrevistar a personas con el propósito de encontrar información útil 

para la defensa de sus intereses. Al efecto utilizará la misma técnica que la 

policía judicial y la podrá recoger y conservar por escrito, en grabación 

magnetofónica, en video o en cualquier otro medio técnico idóneo. 

 Obtener declaración jurada de la persona cuyo conocimiento sea de 

utilidad para la investigación. Podrá entonces acudir ante un alcalde municipal, 

inspector de policía o notario público con ese propósito y solicitar que la 

actuación se registre en alguno de los medios indicados en el punto anterior  
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 Solicitar al Juez de Control de Garantías la práctica anticipada 

de cualquier medio de prueba en audiencia especial a la que deberá asistir 

el fiscal para garantizar el contradictorio. Esta facultad tiene carácter 

excepcional, solo en casos de extrema necesidad y urgencia para evitar la 

pérdida o alteración del medio probatorio. Para su desarrollo se observarán 

las reglas previstas en el artículo 284 del Código de Procedimiento Penal. 

(Manual de Procedimientos de Fiscalía en el Sistema Penal Acusatorio, 

2009, p 86 y 87) 

Se debe entender que el derecho a la defensa tiene una conexión directa 

con el derecho de contradicción pues en el diseño estructural de una defensa 

material y técnica, debe contarse con la posibilidad de conocer, estudiar y 

controvertir las pruebas que la Fiscalía tenga en su poder. El ordenamiento 

jurídico estableció dicho derecho en el artículo 15 del C.P.P.  

El derecho a la defensa va de la mano con el principio de igualdad de 

armas La igualdad de armas busca, en este sentido, garantizar que la 

acusación y la parte acusada tengan a su alcance opciones reales y ciertas 

para ejercer sus derechos y las herramientas necesarias para situarse en un 

equilibrio de potestades y atribuciones en aras de hacer respetar sus intereses. 

No obstante, este equilibrio se ve diezmado en la imputación pues la defensa 

no cuenta con las mimas herramientas para enfrentar a la fiscalía, trayendo 

consigo una lucha como coloquialmente se diría  

La Corte en la C-397 DE 2007 precisó: “las partes enfrentadas, esto es, 

la Fiscalía y la defensa, deben estar en posibilidad de acudir ante el juez con 

las mismas herramientas de persuasión, los mismos elementos de convicción, 

sin privilegios ni desventajas, a fin de convencerlo de sus pretensiones 

procesales”. 

3.2.2 Derecho a la libertad  

Otra consecuencia jurídica del acto de imputar tiene relación con el 

derecho fundamental a la libertad consagrado en el artículo 28 de la 

Constitución, la cual se ve seriamente afectada, pues una vez finalizada la 

audiencia de imputación el fiscal queda en la libertad de solicitar medida de 
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detención preventiva, en donde si tiene suerte y un tiempo prudencial , el 

defensor podrá presentar elementos que puedan restar crédito a la solicitud de 

la fiscal, sin embargo en esta audiencia tampoco hay un debate probatorio, así 

lo afirmado la Corte en la sentencia C425 de 2008: “Entonces, a pesar de que 

en la audiencia de imposición de la medida de aseguramiento no hay debate 

probatorio, el imputado sí puede presentar elementos de conocimiento ara 

desvirtuar la petición del fiscal”.  

Si un imputado es padre cabeza de familia, uno de los elementos que 

debería por lo menos presentar seria el registro civil de su hijo, puede el 

defensor obtener dicho documento, cuando y en la gran mayoría de casos, su 

audiencia fue posterior a una de imputación, ¿En qué momento pudo el 

defensor ejercer un plan estratégico de defensa? Prácticamente tiene que 

planear su defensa durante la audiencia.  

3.2.3 Allanamiento o aceptación de cargos  

Una de las formalidades de la audiencia de imputación, es una vez 

finalizada la intervención del fiscal puede el indiciado previa asesoría de su 

defensor aceptación, esta opción la ofrece el legislador en el artículo 293 del 

C.P.P.  

Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía acepta 

la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. 

Examinado por el juez de conocimiento el acuerdo para determinar que es 

voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin que a partir de 

entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará 

a audiencia para la individualización de la pena y sentencia. 

La aceptación de cargos debe ser de manera libre, voluntaria, espontánea 

y asistida teniendo en cuenta que tendrá únicamente una sentencia 

condenatoria. Caso en el cual el imputado puede recibir una rebaja de hasta la 

mitad en la imposición de la pena.  

 En el parágrafo del artículo 293 del Código de Procedimiento Penal, 

establece que la aceptación de cargos podrá ser retractada en cualquier 
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momento siempre que se demuestre algún vicio en el consentimiento o la 

vulneración de garantías fundamentales.  

En cuanto al parágrafo del precitado artículo se denota su 

inoperancia practica si lo ajustamos a la realidad. Ello por cuanto a que 

si en la audiencia de formulación de imputación, el juez con funciones de 

control de garantías es el llamado a verificar la voluntariedad, 

espontaneidad y la conciencia que tiene el imputado al momento de que 

se allane a los cargos, es éste y no otro quien acepta dicho 

consentimiento, por lo que es ante él que debe operar la renuncia o 

arrepentimiento de aceptar responsabilidad a los cargos endilgados, 

pues no puede proceder la retractación de lo que no se ha perfeccionado 

aun. Por eso arrepentimiento y retractación son disimiles. (Garcés, 2013) 

3. 2.4 Medidas cautelares  

El Juez de control de Garantías dentro del trámite de la audiencia de 

imputación de cargos le informa al imputado que atendiendo con al artículo 97 

del C.P.P a partir de ese momento se le restringe la facultad de enajenar todos 

los bienes (tanto muebles como inmuebles) que sean susceptible de registro, 

prohibiendo su comercialización por un término de seis meses contados a partir 

de la misma audiencia de formulación de imputación. La única forma de evitar 

esta censura es que se garantice efectivamente el pago de la reparación a la 

víctima. Dicho acto no es tiene recurso alguno. 

Para hacer efectiva la medida cautelar, el Juez libra las comunicaciones 

a todas las oficinas de instrumentos públicos de la ciudad y a la secretaria de 

tránsito, asegurando que tenga un efectivo y pronto cumplimiento.  

Prohibición de enajenar. El imputado dentro del proceso penal no podrá 

enajenar bienes sujetos a registro durante los seis (6) meses siguientes a la 

formulación de la imputación, a no ser que antes se garantice la indemnización 

de perjuicios o haya pronunciamiento de fondo sobre su inocencia. 
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Esta obligación deberá ser impuesta expresamente en la audiencia 

correspondiente. Cualquier negociación que se haga sobre los bienes sin 

autorización del juez será nula y así se deberá decretar. 

Para los efectos del presente artículo el juez comunicará la prohibición a 

la oficina de registro correspondiente. (Código de procedimental penal),  

 

Según el legislador, esta prohibición que recae en el imputado y su 

patrimonio durante un tiempo determinado, resulta adecuada para lograr no 

solo una protección de los derechos económicos de las víctimas sino también 

el pago de la indemnización que pueda llegar a ordenar el juez a causa de la 

pena. Se asegura de ese modo, el pago efectivo y real de los daños 

ocasionados con el injusto jurídico.  

La Corte Constitucional ha sido consiente del conflicto de derechos que 

se presenta pues se enfrentan el derecho a la propiedad del imputado y el 

derecho a la reparación de la víctima, dicha tensión se resuelve aplicando el 

método de ponderación y proporcionalidad que debe realizar el operador 

judicial, so pesando “prevalencias temporales del uno sobre el otro” Sentencia 

T-933 de 2005... . El alto tribunal considera que es válida la restricción que se le 

hace al derecho de propiedad del imputado pues no cuenta con otras medidas 

que garanticen la salvaguarda de derechos de la víctima. (En sentencia C-210 

de 2007)  

3.2.5 Intervención de la victima 

Un desequilibrio en la igualdad de armas que predica el legislador, es la 

actuación de la víctima durante todo el proceso penal, pues a diferencia de la 

defensa o el indiciado, esta puede actuar desde la etapa de indagación desde 

el mismo momento de la noticia criminal, pudiendo hasta solicitar audiencia 

preliminar, entonces la victima conoce mucho antes del proceso que el mismo 

procesado. Ubicándolo nuevamente en desventaja, pues ya no es únicamente 

la Fiscalía quien puede llevar a cabo la investigación, sino que la víctima puede 
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ayudar en la labor. Pues la Corte Constitucional determino a la víctima como 

un interviniente especial. (Sentencia C-209 de 2007). 

En esa búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación a la víctima se 

le otorgó: 

El derecho a hacerse partícipe en el proceso desde las indagaciones 

preliminares, y a la vez, a obtener copia de lo actuado, a recurrir las decisiones que 

considere contraria a sus intereses, a pedir y a aportar pruebas, a que su participación 

en el proceso penal no se límite a la obtención de la reparación, sino que vaya mucho 

más allá, especialmente en la búsqueda de la verdad, y a una decisión judicial que 

imparta verdadera justicia (Matyas, 2012)”  

 

3.3 Realidades de la audiencia de imputación  

Con base a las consecuencias jurídicas ocasionadas por la imputación, 

se debe advertir que aunque el legislador quiso mostrar un panorama legalista 

y garantista para el indiciado y su defensor en realidad no es del todo cierto, 

pues aunque se ofrezca el acompañamiento de un defensor ya sea público o 

de confianza, en la audiencia de imputación el defensor no tiene otra función 

que estar atento a lo indilgado por el fiscal limitándose aconsejar a su cliente 

de  los beneficios de allanarse a los cargos, pero realmente no se tiene una 

aplicación a ese principio y del derecho de contradicción, pues el controvertir 

pruebas puede darse una vez la Fiscalía de traslado al material probatoria, 

cuyo momento es en la audiencia de acusación, entonces no se puede predicar 

un derecho a la defensa total o libre. Aunado a lo anterior dicho acto procesal 

no admite ningún tipo de recursos establecidos en la ley, queda entonces la 

fiscalía en la libertad de imputar los delitos que a bien tenga. Generando una 

desproporción con el principio de igualdad de armas. 

Ahora bien el acto de imputación va más allá de ser informativo, sino que 

afecta con la prohibición de enajenar, el derecho a la propiedad, de defensa e 

incluso el de libertad del imputado pues el delgado Fiscal queda con la 
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posibilidad de solicitar medida de aseguramiento, generándole una carga más 

gravosa.   

 La audiencia de imputación no beneficia ni al sistema ni al imputado, toda 

vez que no se cumple con los términos establecidos por la ley debido al cumulo 

de procesos y a la falta de operadores judiciales. Convirtiéndose en un sistema 

tardo con un colapso en las penitenciarías del país. Practicada la audiencia de 

imputación el fiscal cuenta con un término de 90 días para formular acusación 

“el término de que dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la 

preclusión no podrá exceder de noventa (90) días contados desde el día 

siguiente a la formulación de la imputación” (artículo 175 CPP). Sin embargo la 

fiscalía presenta el escrito de acusación en este lapso, pero la audiencia puede 

demorar muchos días e incluso meses más para que se lleve a cabo, el 

imputado debe permanecer en establecimiento carcelario, cuartado de sus 

derechos, con un proceso estático. Concibiendo la libertad por vencimiento de 

términos del procesado por inasistencias que no le sean atribuidas ni a él ni a 

su defensa. 

No solo perjudica al imputado sino a la víctima, pues muchas veces 

cuando se inicia la etapa de juicio la medida cautelar de seis meses ha perdido 

su vigencia, por lo que se ven nuevamente desprotegidos frente a la 

salvaguarde de pago de indemnizaciones que se puedan producir.  

 

4. Discusión  

 

La audiencia de imputación surge cuando a un ciudadano se le va a efectuar 

el acto imputativo inicial en el que se le sindicara como presunto autor o participe 

de un delito. La persona puede ser vinculada al proceso en dos circunstancias; la 

primera surge cuando la persona se ve aprendido en una situación de flagrancia, 

esta es la forma material y como segundo se vincula formalmente cuando al 

destinatario se le comunica mediante citación de la realización del acto procesal y 

en la audiencia se le entera de los cargos por los que está haciendo investigado.  
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A partir de la audiencia de imputación, la persona queda vinculada al proceso, 

considerándosele como sujeto procesal y la calidad de imputado, no obstante no es 

la única consecuencia que trae consigo la imputación pues durante y finalizado el 

trámite surgen un sin número de consecuencias jurídicas tanto para el imputado y 

su defensor como para la Fiscalía.  

La audiencia de imputación no beneficia ni al sistema, ni al imputado, ni a las 

víctimas, toda vez que no se cumple con los términos establecidos por la ley debido 

al cumulo de procesos y a la falta de operadores judiciales. Convirtiéndose en un 

sistema tardo con un colapso en las penitenciarías del país 

Debe entenderse que la formulación de imputación no es una audiencia de 

mero acto de comunicación, como se viene apreciando. Toda vez que la persona  

cuando adquiere la calidad de imputado, también consigue que su derecho a la 

defensa, de contradicción, de propiedad, de libertad, se vean afectados con 

medidas que los restringen, además de no poder interponerse al mismo acto, pues 

el defensor y su defendido actúan pasivamente y tampoco puede recurrir el acto. 

Cercenando por completo el debido proceso.  

Dada la ineficacia e ineficacia de la audiencia de imputación lleva a pensarse 

que se debe eliminar este acto del procedimiento penal, para que sea un proceso 

más eficaz, es por ello que en varias oportunidades entre las reformas de la justicia 

se encuentra precisamente la eliminación de la audiencia de imputación, lo que se 

debe establecer y determinar el procedimiento que se debe llevar a cabo cuando la 

persona es sorprendida en flagrancia.  
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